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SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ
 

Consta en autos que, el 4 de abril de 2001, la ciudadana Herminia Santilli Rossi, titular de la cédula de identidad nº 6.499.912, en representación de Inversiones Hermisant, C.A., antes denominada Inmobiliaria Hermisant, C.A., inscrita en el Registro Mercantil II de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda el 12 de abril de 1993, bajo el nº 45, Tomo 10-A SGD pro, asistida por el abogado Ernesto Torres Márquez, inscrito en el Inpreabogado bajo el nº 67.133, intentó, ante el Juzgado Superior Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, demanda de amparo constitucional contra: “...actuaciones del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas...”, a causa de la presunta violación de sus derechos a la defensa y al debido proceso, con fundamento en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

El 26 de abril de 2001, el Juzgado Superior Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas juzgó sobre la pretensión interpuesta y la declaró con lugar. 

El 24 de mayo de 2001 se recibió en esta Sala el expediente para la consulta de la sentencia del citado Tribunal y, por auto de esa misma fecha, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Pedro Rafael Rondón Haaz.

 

I

DE LA CAUSA

El 4 de abril de 2001, la ciudadana  Herminia Santilli Rossi, en representación de Inversiones Hermisant, C.A., intentó, ante el Juzgado Superior Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, amparo constitucional contra actuaciones emanadas del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial. Ese mismo día el tribunal admitió el amparo, decretó medida cautelar y suspendió la ejecución de la sentencia impugnada.

El 18 de abril de 2001 tuvo lugar la audiencia constitucional y, el 26 del mismo mes y año, el tribunal declaró con lugar el amparo intentado.

En vista de que la decisión no se recurrió en apelación, el tribunal ordenó su remisión a esta Sala para la consulta de ley.

 

II

DE LA PRETENSIÓN DEL RECURRENTE

1.
Alegó:

1.1
Que el ciudadano Juan Morales interpuso demanda, por cobro de diferencia de prestaciones sociales, contra “Hotelera Latinoamericana, S.A.”, juicio que terminó con una sentencia condenatoria.

1.2
Que, el 26 de marzo de 2001, Inversiones Hermisant C.A. fue notificada de la decisión del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas que ordenó la ejecución de la sentencia proferida en el referido juicio laboral.

1.3
Que INVERSIONES HERMISANT C.A. no fue parte en dicho juicio y, por ello, constituye un error la orden de ejecución de la sentencia en su contra y así se lo hicieron saber al Juez por escrito.

1.4
Que INVERSIONES HERMISANT C.A. no tiene vinculación jurídica alguna con la parte demandada, “Hotelera Latinoamericana, S.A.”, según se evidencia de los asientos de comercio de las referidas compañías.

1.5
Que la decisión se fundamentó en un oficio emanado del Instituto Autónomo Aeropuerto Internacional de Maiquetía, a solicitud del Juez de la causa, en el cual “...el mencionado Instituto comete un error de redacción, por cuanto del texto puede inferirse que HOTELERA LATINOAMERICANA, S.A., modificó sus Estatutos Sociales en Asamblea General de Accionistas, celebrada el 05 de Agosto de 1.997, cambiando su denominación Social y pasando a denominarse ‘INVERSIONES HERMISANT, C.A.’, afirmación que no es cierta, por cuanto en la referida Asamblea se resolvió, única y exclusivamente, el cambio de denominación de INMOBILIARIA HERMISANT S.A., a ‘INVERSIONES HERMISANT, C.A.’, tal como se evidencia del asiento de Registro.”
1.6
Que su representada explota la actividad de restaurant de comida formal en un local de 133, 36 mts2, ubicado en el terminal internacional del aeropuerto de Maiquetía, nivel II, zona de tránsito, y “Hotelera Latinoamericana, S.A.” explotó la actividad de restaurant de comida rápida en el terminal internacional, nivel II, zona de tránsito en un área de 174 mts2.

2. 
Denunció:

2.1
La violación de los derechos a la defensa y al debido proceso, previstos en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por cuanto “...’HOTELERA LATINOAMERICADA, S.A.’ (sic) no tiene relación Mercantil alguna con (su) representada INVERSIONES HERMISAT C.A. (sic), por consiguiente, no puede el Tribunal de mérito ejecutar, como pretende hacerlo, la Sentencia sobre bienes de (su) representada, habida consideración de que no es parte en el juicio, que substanció el referido Tribunal...”
Además, el Juez, cuando notificó la ejecución de la sentencia, no fijó el lapso para la ejecución voluntaria de la misma, con lo que violó el artículo 524 del Código de Procedimiento Civil, lo cual, en su criterio, evidencia el “afán” del Juez de ejecutar la sentencia, dado que, en ningún momento, hizo mención al escrito de su representada en el que se le indicó que la misma no fue parte en el juicio.

3.
Pidió: 

“(...) que el presente Amparo Constitucional sea admitido y tramitado conforme a derecho en consecuencia solicit(a) respetuosamente al tribunal se sirva decretar, en la oportunidad de admitir el presente amparo una medida cautelar para que el Juez de la Causa suspenda la ejecución de la sentencia hasta tanto se resuelvan los vicios.”

 

III

DE LA COMPETENCIA DE LA SALA

Visto que, con fundamento en los artículos 266, cardinal 1, 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, esta Sala se declaró competente para conocer de apelación y consultas que se ejerzan contra las sentencias que, en materia de amparo constitucional, dicten los Juzgados Superiores de la República, salvo el caso de las que pronuncien los Juzgados Superiores en lo Contencioso Administrativo. Y visto que, en el caso de autos, la consulta es sobre la sentencia dictada, en materia de amparo constitucional, por el Juzgado Superior Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, esta Sala se declara competente para conocer de la consulta en referencia. Así se decide.

 

IV

DE LA SENTENCIA CONSULTADA

El juez de la consultada decidió sobre la pretensión de amparo en los términos siguientes:

“...CON LUGAR  la SOLICITUD  DE AMPARO, incoada por la ciudadana HERMINIA SANTILLI ROSSI,  en su carácter de Representante de la Sociedad Mercantil INVERSIONES HERMISANT, C.A., debidamente asistida por el abogado ERNESTO TORRES MARQUEZ, contra de las actuaciones (sic) del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, por la violación del debido proceso y el derecho a la defensa.

En consecuencia, se deja SIN EFECTO el auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del estado Vargas, en fecha 02-04-2.001, y se le ORDENA a dicho Tribunal pronunciarse con respecto al escrito presentado por los accionantes.”

 

A juicio del juez de la consultada, quedó comprobado en los autos que la demandante se opuso a la ejecución de la sentencia, por cuanto no había sido condenada en ningún juicio, pero, a pesar de ello, el tribunal de la causa decretó una medida de embargo.

Asimismo, la consultada consideró que no hubo pronunciamiento sobre si “Hotelera Latinoamericana, S.A.” e INVERSIONES HERMISANT, C.A. eran la misma compañía, así como tampoco se pronunció sobre el escrito presentado en el juicio laboral por la aquí demandante.

En conclusión, la consultada decidió que:

“Permitir que se ejecute una sentencia contra una empresa que no fue demandada y donde no se ha determinado que se trate de la misma empresa o conformen un grupo económico, es violentar su derecho a la defensa y al debido proceso, razones por las cuales el presente amparo se hace procedente. Y ASI SE ESTABLECE.”

 

V

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

La Sala, para pronunciarse sobre la consulta de autos, observa que la demandante intentó amparo constitucional por considerar que la decisión del Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas, de que acatara la orden de ejecución de una sentencia condenatoria en un juicio laboral en el que no fue parte, violaba sus derechos a la defensa y al debido proceso, consagrados en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

En efecto, la demandante alegó que recibió una  notificación de una sentencia condenatoria, en un juicio intentado por el ciudadano Juan Morales contra “Hotelera Latinoamericana, S.A.”, por diferencia de prestaciones sociales, sociedad mercantil distinta y sin ninguna relación jurídica o mercantil con su representada, INVERSIONES HERMISANT C.A.

Por su parte, la consultada declaró con lugar la demanda de amparo al considerar que:

“Permitir que se ejecute una sentencia contra una empresa que no fue demandada y donde no se ha determinado que se trate de la misma empresa o conformen un grupo económico, es violentar su derecho a la defensa y al debido proceso, razones por las cuales el presente amparo se hace procedente. Y ASI SE ESTABLECE.”

 

 

La Sala observa que la sentencia consultada se ajustó a derecho, al estimar infringido los derechos constitucionales a la defensa y al debido proceso, pues constituye un flagrante quebrantamiento de tales derechos la condena, en este caso a pagar una suma de dinero, de una sociedad mercantil que no fue parte en el juicio laboral.

En efecto, está plenamente comprobado en autos que la demandada, en el juicio cuya pretensión fue el pago de la diferencia de prestaciones sociales, fue Hotelera Latinoamericana S.A. y no INVERSIONES HERMISANT, C.A. También está plenamente probado en autos que se trata de dos sociedades mercantiles distintas y que la única relación que las vincula es una persona que es accionista de ambas compañías, pero que, en todo caso, no fue demostrado en el juicio laboral, así como tampoco se alegó en ningún momento, que se produjo una sustitución de patrono, hecho que, además de la necesidad de haber sido alegado, tuvo que haber sido probado. 

Asimismo, la Sala considera que, aun en el caso de que haya habido la sustitución, se ha debido traer a juicio al sustituyente. En este caso, la vulneración de los enunciados derechos constitucionales de la demandante se configuró aún más, cuando el tribunal de la causa decretó embargo sobre bienes de la aquí demandante para garantizar la ejecución de una sentencia proferida en una causa en la que no fue parte. En conclusión, la Sala considera que el Juez de la sentencia impugnada actuó fuera de su competencia en el sentido jurisprudencialmente acordado por esta Sala, razón por la cual debe restablecerse la situación jurídica infringida y, con ese sentido, se deja sin efecto la orden de ejecución del fallo condenatorio expedida contra INVERSIONES HERMISANT C.A., así como también la medida de embargo decretada sobre bienes de la mencionada compañía. Así se decide.

Por otra parte, la Sala aprovecha la ocasión para expresar que ha observado, en el ejercicio de su competencia revisora de sentencias de amparo que provienen de la jurisdicción laboral, una falta de precisión en cuanto al legitimado pasivo del juicio.

En efecto, esta Máxima Instancia judicial ha declarado procedentes demandas de amparo ante la evidencia en autos de violaciones directas y notorias de derechos constitucionales de alguna de las partes en contienda. Fundamentalmente, las violaciones han tenido lugar en el momento de realizarse la citación del demandado, fase procesal que la Sala ha definido como de imprescindible para que se garantice el pleno ejercicio del derecho a la defensa, y en el momento de pronunciarse la sentencia, interlocutoria o definitiva. Ante esta circunstancia que ha venido observando y corrigiendo la Sala, se hace un llamado a los jueces, en general, no sólo de la jurisdicción laboral, para que cumplan con el deber de indagar y preocuparse de que, en cada caso, se cumplan a cabalidad las normas que informan y conforman el debido proceso, para evitar, así, que se propongan incidencias de nulidad y reposición y demandas de amparo que, al fin y al cabo, demoran la consecución de la justicia, situaciones que vulneran, como también lo ha expresado esta Sala, los derechos constitucionales al acceso a la justicia y la obtención de una tutela judicial efectiva por los justiciables.

 

VI

DECISIÓN

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Superior Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas que declaró con lugar la demanda de amparo interpuesta por la ciudadana Herminia Santilli Rossi, en representación de INVERSIONES HERMISANT C.A., contra el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Vargas. En consecuencia, deja sin efecto la orden de ejecución del fallo condenatorio expedida contra INVERSIONES HERMISANT C.A., así como también la medida de embargo decretada sobre bienes de la mencionada compañía.

 

Publíquese, regístrese y devuélvase el expediente.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Sesiones de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 25 días del mes de SEPTIEMBRE de dos mil uno. Años: 191º de la Independencia y 142º de la Federación.

 

El Presidente,

 

IVÁN RINCÓN URDANETA

 

 

     El Vicepresidente,

 

 

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

 

 

JOSE MANUEL DELGADO OCANDO

  

              Magistrado

 

 

 

ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA

 Magistrado


 

 

 

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

Magistrado-Ponente

 

El Secretario,

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

PRRH.sn.ar.

Exp. 01-1060
